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contencioso-administrativo ante los correspondientes órganos
judiciales de este orden, en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente al de la notificación de este acto, de
conformidad con lo establecido en los artículos 116 y 117
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en el artículo
46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 5 de septiembre de 2000

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

ALFONSO PERALES PIZARRO
Consejero de Gobernación

RESOLUCION de 5 de septiembre de 2000, de
la Delegación del Gobierno de Cádiz, por la que se
aprueba la transferencia a la Diputación Provincial de
Cádiz del importe correspondiente a planes provinciales
de obras y servicios para 2000.

En el marco de lo dispuesto en la Ley 11/1987, de 26
de diciembre, de relaciones entre la Comunidad Autónoma
de Andalucía y las Diputaciones Provinciales; el Decreto
131/1991, de 2 de julio, establece en su artículo 8 los criterios
con arreglo a los cuales se distribuirá entre las Diputaciones
Provinciales la aportación de la Comunidad Autónoma de
Andalucía a los planes provinciales de obras y servicios de
competencia municipal, así como el Decreto 69/1993, de 18
de mayo, que dio nueva redacción al artículo 12 del Decreto
antes citado.

En base a dichos criterios, la Orden de 28 de junio de
2000, de la Consejería de Gobernación, establece la distri-
bución de la aportación de la Junta de Andalucía a los planes
provinciales de obras y servicios para 2000, delegando en
los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, dentro
de su correspondiente ámbito territorial, la competencia para
dictar la Resolución por la que se apruebe la transferencia
a su respectiva Diputación Provincial, así como la aprobación
del gasto, su compromiso y liquidación, interesando de la Con-
sejería de Economía y Hacienda la ordenación de los pagos
correspondientes.

En su virtud, y en uso de las facultades que me confiere
el artículo 2 de la Orden de la Consejería de Gobernación
de 28 de junio de 2000,

R E S U E L V O

Primero. Aprobar la transferencia a la Diputación Pro-
vincial de Cádiz, por importe de ciento ochenta y ocho millones
setecientas cincuenta mil pesetas (188.750.000 ptas.),
correspondiente a la aportación de la Junta de Andalucía al
plan provincial de obras y servicios para 2000.

Segundo. Aprobar, con cargo a la aplicación presupues-
taria 765.02.81A.7, el gasto correspondiente a la citada trans-
ferencia, que se hará efectiva mediante el abono de un primer
pago correspondiente al 50% de su importe, librándose el
50% restante una vez justificado el primer pago.

Tercero. Tanto el primer pago como el segundo deberán
justificarse en el plazo de tres meses, a partir de la fecha
de su respectiva materialización, ante la Delegación del Gobier-
no de la Junta de Andalucía en Cádiz mediante certificación,
con indicación del número y fecha del correspondiente asiento
contable.

Cuarto. De acuerdo con lo previsto en la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,

la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa,
podrá ser recurrida potestativamente en reposición, ante esta
Delegación del Gobierno, o ser impugnada directamente ante
el orden jurisdiccional Contencioso-Administrativo, en la forma
y plazos previstos en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de dicha jurisdicción.

Cádiz, 5 de septiembre de 2000.- El Delegado, José
Antonio Gómez Periñán.

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 1 de agosto de 2000, de la Direc-
ción General de Gestión de Recursos, por la que se
emplaza a los terceros interesados en el recurso con-
tencioso-administrativo 195/2000, interpuesto por don
Jesús Pérez Rodríguez ante el Juzgado de lo Conten-
cioso-Administrativo núm. Cuatro de Málaga.

Ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm.
Cuatro de los de Málaga, se ha interpuesto por don Jesús
Pérez Rodríguez recurso contencioso-administrativo
núm. 195/2000 contra la Consejería de Gobernación y Justicia
de Andalucía, en demanda de servicios extraordinarios en el
año 1999.

En consecuencia, y de conformidad con lo ordenado por
el Juzgado, y a tenor de lo dispuesto en el artículo 49.1 y 2
de la Ley 29/98, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 195/2000 seguido en el Juzgado de
lo Contencioso-Administrativo núm. Cuatro de los de Málaga.

Segundo. Ordenar la publicación de la presente Reso-
lución en el BOE y BOJA para que esta notificación sirva de
emplazamiento a cuantos aparezcan como interesados en él,
y emplazándoles para que puedan comparecer y personarse
en el referido Juzgado en el plazo de 9 días a partir de la
publicación de la presente Resolución en el BOE.

En el caso de personarse fuera del plazo indicado, se
le tendrá por parte, sin que por ello tenga que retrotraerse
ni interrumpirse el curso del procedimiento por sus trámites,
sin que haya lugar a practicarle notificación de clase alguna.

Sevilla, 1 de agosto de 2000.- El Director General (Orden
de 18.7.2000), El Secretario General Técnico, Rafael Cantueso
Burguillos.

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

ORDEN de 20 de septiembre de 2000, por la
que se garantiza el funcionamiento del servicio público
que prestan los trabajadores de las empresas del sector
del metal relativo al montaje, mantenimiento y auto-
moción de los siguientes Centros: Hospital de Riotino,
Hospital Infanta Elena y Hospital Juan Ramón Jiménez
de la provincia de Huelva, mediante el establecimiento
de servicios mínimos.

Por los sindicatos provinciales Comisiones Obreras, Unión
General de Trabajadores y Sindicato Unitario de Huelva ha
sido convocada huelga desde las 0,00 horas del día 27 de
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septiembre de 2000 con carácter de indefinida y que, en su
caso, podrá afectar a todos los trabajadores de las empresas
del sector del metal relativo al montaje, mantenimiento y auto-
moción de los siguientes Centros: Hospital de Riotinto, Hospital
Infanta Elena y Hospital Juan Ramón Jiménez de la provincia
de Huelva.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que los trabajadores de las empresas del sector
del metal relativo al montaje, mantenimiento y automoción
de los siguientes Centros: Hospital de Riotinto, Hospital Infanta
Elena y Hospital Juan Ramón Jiménez de la provincia de Huel-
va, prestan un servicio esencial para la comunidad, cuya para-
lización puede afectar a la salud y a la vida de los ciudadanos,
y por ello la Administración se ve compelida a garantizar dicho
servicio esencial mediante la fijación de los servicios mínimos
en la forma que por la presente Orden se determina, por cuanto
que la falta de protección de los referidos servicios prestados
por dichos trabajadores colisiona frontalmente con los derechos
a la vida y a la salud proclamados en los artículos 15 y 43
de la Constitución española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido posible
esto último, de acuerdo con lo que disponen los preceptos
legales aplicables, artículos 28.2,15 y 43 de la Constitución;
artículo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo;
artículo 17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo del Consejo
de Gobierno de la Junta de Andalucía de 5 de octubre de
1983, y la doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga convocada desde las
0,00 horas del día 27 de septiembre de 2000, con carácter
de indefinida, y que, en su caso, podrá afectar a todos los
trabajadores de las empresas del sector del metal relativo al
montaje, mantenimiento y automoción de los siguientes Cen-
tros: Hospital de Riotinto, Hospital Infanta Elena y Hospital
Juan Ramón Jiménez de la provincia de Huelva, deberá ir
acompañada del mantenimiento de los servicios mínimos que
figuran en el Anexo de la presente Orden.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. Sin perjuicio de lo que establecen los artículos
anteriores, deberán observarse las normas legales y reglamen-
tarias vigentes en materia de garantías de los usuarios de
establecimientos sanitarios, así como se garantizará, finalizada
la huelga, la reanudación normal de la actividad.

Artículo 5. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 20 de septiembre de 2000

JOSE ANTONIO VIERA CHACON FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Empleo y Desarrollo Consejero de Salud

Tecnológico

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social.
Ilmo. Sr. Director Gerente del Servicio Andaluz de Salud.
Ilmos. Sres. Delegados Provinciales de las Consejerías de
Empleo y Desarrollo Tecnológico y de Salud de Huelva.

A N E X O

Hospital de Riotinto:

Turno de mañana: 1 eléctrico, 1 calefactor, 1 fontanero,
1 mecánico frigorista y 1 de servicios auxiliares.

Turno de tarde y noche: 1 eléctrico y 1 calefactor.
Festivos: 1 eléctrico por turno y 1 calefactor por turno.

Hospital Infanta Elena:

Turno de mañana: 1 oficial.
Turno de tarde y noche: 1 oficial.
Festivos: 1 oficial por turnos.

Hospital Juan Ramón Jiménez:

Turno de mañana: 2 operarios en instalaciones, 1 operario
en sala de control, 1 oficial de central térmica, 1 oficial tubo
neumático (ropa sucia) y 1 E. frigorista.

Turno de tarde y noche: 1 operario sala de control y 1
oficial de central térmica.

Festivos: 1 operario en sala de control por turnos y 1
oficial de la central térmica por turnos.

RESOLUCION de 19 de julio de 2000, de la Dele-
gación Provincial de Granada, por la que se hace públi-
ca la relación de subvenciones que se citan.

Esta Delegación Provincial, de conformidad con lo esta-
blecido en la Ley de Presupuesto de la Comunidad Autónoma
de Andalucía para 2000, ha resuelto hacer pública la siguiente
relación de subvenciones concedidas al amparo del Decre-
to 204/97, de 3 de septiembre, por el que se establecen los
programas de Formación Profesional Ocupacional de la Junta
de Andalucía, y la Orden de la Consejería de Empleo y Desarro-
llo Tecnológico de 17 de marzo, de convocatoria y desarrollo
del Decreto anterior, por el que se determinan los programas
de Formación Profesional Ocupacional de la Junta de Anda-
lucía, en donde se establece la concesión de ayudas con la
finalidad de cubrir los costes derivados de los cursos de for-
mación amparados por dichas convocatorias.

En base a lo anterior, se ha concedido la siguiente
subvención:


